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UN MISMO
DERECHO,
DIVERSAS 
PERSPECTIVAS

Cuando se habla de acceso a la informa-
ción pública es común hacerlo desde las 
propias experiencias y perspectivas. Estas 
no solo se construyen a partir del rol que 
cada persona ocupa, sino también desde 
las “bibliotecas” personales que confor-
man nuestro bagaje de conocimientos y 
lecturas.

En este sentido, las visiones, interpretacio-
nes y valoraciones sobre estos conceptos 
varían según la formación, la trayectoria 
profesional y los saberes adquiridos a lo 
largo de la vida. Así, la experiencia previa 
desde la cual cada uno se aproxima a este 
derecho puede ser muy distinta, incluso 
distante, aunque hablemos del mismo tér-
mino y del mismo principio fundamental.
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En el derecho de acceso a la información 
pública se pueden distinguir tres enfoques, 
que permiten comprenderlo desde distin-
tas dimensiones de análisis:

El primero tiene que ver con nuestra forma 
de gobierno, el principio republicano por 
el cual los actos de todo poder estatal se 
presumen públicos.

Esto deriva de la propia Constitución Na-
cional, de una interpretación implícita que 
se encuentra inserta en nuestra estructu-
ra de gobierno y que tiene como norte los 
principios y valores que informan nuestro 
modelo institucional.

Imagen ilustrativa sobre Acceso a la Información Pública
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El segundo es abordado por aquellos que 
siguen los estudios sociales, ciencias polí-
ticas, filosofía, sociología, y está vinculada 
con la participación ciudadana y con la le-
gitimación del poder público.

En este contexto, se destacan conceptos 
clave como el acceso a la información pú-
blica, la transparencia, la tecnología y la in-
novación, que se interrelacionan para for-
talecer la confianza en las instituciones y 
fomentar una mayor rendición de cuentas 
en la gestión pública.

Imagen ilustrativa sobre Alianza para el Gobierno Abierto

El tercer enfoque se vincula con el cam-
po del Derecho y se centra en la relación 
entre la libertad de expresión y el acce-
so a la información pública, entendien-
do que ambos derechos se fortalecen 
mutuamente. La libertad de expresión 
no se limita a emitir ideas; para poder 
opinar, analizar y participar activamente 
en la sociedad, es necesario tener acce-
so a la información.
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DERECHO DE 
ACCESO A LA 
INFORMACIÓN 
PÚBLICA
El derecho de acceso a la información públi-
ca encuentra su fundamento tanto en el or-
den constitucional como en el convencional.

Cómo se desarrolló previamente, en el pla-
no constitucional, la publicidad de los ac-
tos de gobierno, como manifestación del 
principio republicano, deriva del artículo 
1° de la Constitución Nacional, que esta-
blece la forma de gobierno adoptada por 
nuestro país. A su vez, el artículo 14, reco-
noce el derecho de toda persona a “pe-
ticionar a las autoridades”. La expresión 
“acceso a la información pública” aparece 
mencionada de manera expresa en el ar-
tículo 38, en el contexto de la regulación 
de la vida interna de los partidos políticos. 
El artículo 41 impone a las autoridades el 
deber de brindar información vinculada al 
ambiente, mientras que el artículo 42 re-
conoce el derecho de los consumidores y 
usuarios a recibir información adecuada 
y veraz. 

En cuanto al orden convencional, el artí-
culo 75 inciso 22 de la Constitución Na-
cional otorga jerarquía constitucional a 
diversos tratados internacionales que re-
conocen de forma expresa el derecho a 
buscar, recibir y difundir información. En-
tre ellos, la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, en su artículo 13, esta-
blece que toda persona tiene derecho a la 
libertad de pensamiento y de expresión, 
lo que incluye la libertad de buscar, re-
cibir y difundir informaciones e ideas de 
toda índole, sin restricciones ni fronteras. 
En la misma línea, la Declaración America-
na de los Derechos y Deberes del Hombre, 
en su artículo IV, reconoce el derecho a la 
libertad de investigación, de opinión y de 
expresión, así como a la difusión del pen-
samiento por cualquier medio.

En el desarrollo normativo local, un an-
tecedente significativo fue el Decreto N.º 
1172/03, impulsado por el Poder Ejecutivo 
Nacional, que reguló por primera vez el 
acceso a la información pública dentro del 
ámbito del Poder Ejecutivo. 
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CONSOLIDA-
CIÓN
LEGISLATIVA 

MÓDULO 02 » 
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LEY DE
ACCESO A LA
INFORMACIÓN 
PÚBLICA

En nuestro país, la Ley N.º 27.275, 
sancionada en 2016, estableció un 
marco legal integral para el dere-
cho de acceso a la información en 
todo el ámbito del Estado Nacio-
nal. Esta norma consolidó los prin-
cipios ya reconocidos y fijó obli-
gaciones claras para los distintos 
poderes y organismos públicos.

Su artículo 1.º establece como objeto “garantizar el efectivo ejercicio del derecho de ac-
ceso a la información pública, promover la participación ciudadana y la transparencia de 
la gestión pública”.

En este marco, la ley establece dos tipos de legitimación. Por un lado, la legitimación ac-
tiva, que permite a cualquier persona solicitar el derecho de acceso a la información pú-
blica sin necesidad de demostrar un interés legítimo, explicar los motivos de su solicitud 
o contar con patrocinio letrado. El solo hecho de ser ciudadano habilita a alguien a pedir 
la información que desee, siempre que no esté comprendida dentro de las excepciones 
estipuladas en el artículo 8 de la norma. Por otro lado, la legitimación pasiva identifica a 
los sujetos obligados a brindar la información, generando, de esta manera, mecanismos 
de acceso y control para asegurar el cumplimiento de la ley.
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Es importante comprender que el derecho al acceso a la información pública no solo im-
plica solicitarla, sino también buscarla, acceder a ella, recibirla, copiarla, analizarla, re-
producirla y procesarla cuando esté en poder o bajo la custodia de los sujetos obligados 
establecidos en su artículo 7:

Sujetos obligados

	»  Administración Pública Nacional.

	»  Poder legislativo y órganos que fun-
cionan en su ámbito.

	»  Poder Judicial de la Nación.

	»  Ministerio Público Fiscal de la Nación.

	»  Ministerio Público de la Defensa.

	»  Consejo de la Magistratura.

	»  Empresas y sociedades del Estado. 
Las sociedades anónimas con participa-

ción estatal mayoritaria. Sólo en lo referi-
do a la participación estatal.

	»  Concesionarios, permisionarios y licen-
ciatarios de servicios públicos o conce-
sionarios permisionarios de uso del domi-
nio público, en la medida en que cumplan 
servicios públicos y en todo aquello que 
corresponda al ejercicio de la función ad-
ministrativa delegada.

	»  Organizaciones empresariales, partidos 
políticos, sindicatos, universidades y cual-
quier entidad privada a la que se le hayan 

Órgano Ejecutivo Ente Público Órgano Legislativo Órgano Autónomo Órgano Judicial

Imagen ilustrativa
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otorgado fondos públicos, en lo que se 
refiera, únicamente, a la información pro-
ducida total o parcialmente o relacionada 
con los fondos públicos recibidos.

	»  Instituciones o fondos cuya administra-
ción, guarda o conservación esté a cargo 
del Estado Nacional.

	»  Personas jurídicas públicas no estata-
les en todo aquello que estuviese regula-
do por el derecho público, y en lo que se 
refiera a la información producida o rela-
cionada con los fondos públicos recibidos.

	»  Fideicomisos que se constituyan total 
o parcialmente con recursos o bienes del 
Estado Nacional.

	»  Los entes cooperadores con los que la 
administración pública nacional hubiera 
celebrado o celebre convenios que ten-
gan por objeto la cooperación técnica o 
financiera con organismos estatales.

	»  El Banco Central de la Repúbli-
ca Argentina.

	»  Los entes interjurisdiccionales en los 
que el Estado nacional tenga participa-
ción o representación.

	»  Los concesionarios, explotadores, ad-
ministradores y operadores de juegos de 
azar, destreza y apuesta, debidamente 
autorizados por autoridad competente.
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En su articulado, la ley establece una se-
rie de principios rectores y directrices 
fundamentales que deben regir el proce-
dimiento de acceso a la información pú-
blica. Estos principios son esenciales para 
garantizar la transparencia, la rendición de 
cuentas y el derecho de los ciudadanos a 
acceder a la información pública en poder 

PRINCIPIOS
RECTORES

del Estado. En particular, el artículo 1 de la 
ley establece los principios que orientan su 
aplicación y los cuales constituyen las ba-
ses fundamentales para el ejercicio del de-
recho de acceso a la información pública. 
A continuación, se presentan estos princi-
pios, que sirven como guía para la correcta 
implementación de la normativa.

Responsabilidad

In dubio pro petitorMáxima premuraInformalismo

FacilitaciónGratuitidadMáximo acceso

Buena feControl ciudadanoApertura

Alcance limitado
de las excepecionesNo discriminación

Transparencia y
máxima divulgación

Presunción de publicidad Disociación

PRINCIPIOS
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Presunción de publicidad: toda la infor-
mación en poder del Estado se presume 
pública, salvo las excepciones previstas 
por esta ley.

Transparencia y máxima divulgación: toda 
la información en poder, custodia o bajo 
control del sujeto obligado debe ser acce-
sible para todas las personas. Y su acceso 
solo puede limitarse cuando concurra algu-
na de las excepciones previstas en esta ley, 
de acuerdo con las necesidades de la socie-
dad democrática y republicana, proporcio-
nales al interés que las justifican.

Informalismo:  las reglas de procedimiento 
deben facilitar el ejercicio del derecho al 
acceso a la información y su inobservancia 
no podrá constituir un obstáculo para ello. 
Los sujetos obligados no pueden fundar el 
rechazo de la solicitud de información en 
el incumplimiento de requisitos formales o 
de reglas de procedimiento.

Máximo acceso:  la información debe pu-
blicarse de forma completa, con el mayor 
nivel de desagregación posible y por la ma-
yor cantidad de medios disponibles.

Apertura:  la información debe ser accesi-
ble en formatos electrónicos abiertos, que 
faciliten su procesamiento por medios au-
tomáticos que permitan su reutilización o 
su redistribución por parte de terceros.

Disociación:  en aquel caso en el que parte 
de la información se encuadre dentro de 
las excepciones taxativamente estableci-
das por esta ley, la información no excep-
tuada debe ser publicada en una versión 
del documento que tache, oculte o disocie 
aquellas partes sujetas a la excepción.

No discriminación:  se debe entregar in-
formación a todas las personas que lo so-
liciten, en condiciones de igualdad, exclu-
yendo cualquier forma de discriminación y 
sin exigir expresión de causa o motivo para 
la solicitud.

Máxima premura:  la información debe ser 
publicada con la máxima celeridad y en 
tiempos compatibles con la preservación 
de su valor.

Gratuidad:  el acceso debe ser gratuito, sin 
perjuicio de lo dispuesto en esta ley.

Control ciudadano:  el cumplimiento de las 
normas que regulan el derecho de acceso a 
la información será objeto de fiscalización 
permanente. Las resoluciones que denie-
guen solicitudes de acceso a la informa-
ción, como el silencio del sujeto obligado 
requerido, la ambigüedad o la inexactitud 
de su respuesta, podrán ser recurridas ante 
el órgano competente.

Responsabilidad:  el incumplimiento de 
las obligaciones que esta ley impone ori-
ginará responsabilidades y dará lugar a las 
sanciones que correspondan.

Alcance limitado de las excepciones:  los lí-
mites al derecho de acceso a la información 
pública deben ser excepcionales, estableci-
dos previamente conforme a lo estipulado 
en esta ley, y formulados en términos claros 
y precisos, quedando la responsabilidad de 
demostrar la validez de cualquier restric-
ción al acceso a la información a cargo del 
sujeto al que se le requiere la información.
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In dubio pro petitor:  la interpretación de 
las disposiciones de esta ley o de cualquier 
reglamentación de este derecho debe ser 
efectuada, en caso de duda, siempre en 
favor de la mayor vigencia y alcance del 
derecho a la información.

Facilitación: ninguna autoridad pública 
puede negarse a indicar si un documento 
obra, o no, en su poder o negar la divulga-
ción de un documento de conformidad con 
las excepciones contenidas en la presente 
ley, salvo que el daño causado al interés 
protegido sea mayor al interés público de 
obtener la información.

Buena fe:  para garantizar el efectivo ejer-
cicio del acceso a la información, resulta 
esencial que los sujetos obligados actúen 
de buena fe, es decir, que interpreten la ley 
de manera tal que sirva para cumplir los 
fines perseguidos por el derecho de acceso, 
que aseguren la estricta aplicación del dere-
cho, brinden los medios de asistencia nece-
sarios a los solicitantes, promuevan la cultu-
ra de transparencia y actúen con diligencia, 
profesionalidad y lealtad institucional.
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EXCEPCIONES

Como resultado de los principios de presunción de publicidad, transparencia y máxima 
divulgación del Art. 1°, el acceso a la información pública es la regla general. En este sen-
tido, las limitaciones a este derecho deben ser excepcionales, estar claramente definidas 
por la ley y ser formuladas de manera precisa. Además, recae sobre el sujeto obligado a 
proporcionar la información la responsabilidad de justificar cualquier restricción al acce-
so, demostrando su validez de acuerdo con lo establecido en la normativa.

En consecuencia, la información que debe ser divulgada o publicada de forma activa es-
tará sujeta a las excepciones previstas en el artículo 8°:

	» Información reservada, confidencial o 
secreta, por razones de defensa o políti-
ca exterior.

	» Información que pudiera poner en peli-
gro el funcionamiento del sistema finan-
ciero o bancario.

	» Secretos industriales, comerciales, fi-
nancieros, científicos, técnicos o tecnoló-
gicos cuya revelación pudiera perjudicar 
el nivel de competitividad o lesionar los 
intereses del sujeto obligado;

	» Información que comprometa derechos 
o intereses legítimos de terceros obtenida 
en carácter confidencial.

	» Información en poder de la Unidad de 
Información Financiera encargada del 
análisis, tratamiento y transmisión de in-
formación tendiente a la prevención e in-
vestigación de la legitimación de activos 
provenientes de ilícitos.

	» Información elaborada por los sujetos 
obligados dedicados a regular o supervi-
sar instituciones financieras o preparada 
por terceros para ser utilizada por aquellos 
y que se refieran a exámenes de situación, 
evaluación de su sistema de operación o 
condición de su funcionamiento.

	» Información elaborada por asesores ju-
rídicos o abogados de la administración 
pública nacional cuya publicidad pudiera 
revelar la estrategia a adaptarse en la de-
fensa o tramitación de una causa judicial 
o divulgare las técnicas o procedimientos 
de investigación de algún delito u otra 
irregularidad o cuando la información pri-
vare a una persona del pleno ejercicio de 
la garantía del debido proceso.

	» Información que contenga datos per-
sonales y no pueda brindarse aplicando 
procedimientos de disociación, salvo que 
se cumpla con las condiciones de licitud 
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previstas en la ley 25.326 de protección 
de datos personales y sus modificatorias.

	» Información protegida por el secreto 
profesional.

	» Información que pueda ocasionar un pe-
ligro a la vida o seguridad de una persona.

	» Información de carácter judicial cuya 
divulgación estuviera vedada por otras 
normas.

	» Información producida por los sujetos 
obligados que tuviera el carácter de re-
servada y cuya divulgación pudiera frus-
trar el éxito de una investigación.

	» Información correspondiente a una 
sociedad anónima sujeta al régimen de 
oferta pública.

	» Límites: Las excepciones no seran apli-
cables en casos de graves violaciones de 
derechos humanos, genocidio, crimenes 
de guerra o delitos de lesa humanidad.

Finalmente, se debe mencionar que el ré-
gimen de excepciones al derecho de ac-
ceso a la información se justifica en que, 
al igual que otros derechos fundamenta-
les, no es absoluto. Las excepciones están 
previstas de manera taxativa y deben in-
terpretarse de forma restrictiva, es decir, 
cualquier duda en su aplicación debe re-
solverse en favor de la transparencia y el 
acceso. De no ser así, podría considerarse 
que existe una denegación injustificada y 
arbitraria por parte del sujeto obligado.
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MECANISMOS 
PARA LA
TRANSPARENCIA 
EFECTIVA

clara, estructurada y comprensible para los 
interesados, procurando eliminar todas las 
barreras que dificulten o impidan su reuti-
lización por parte de terceros.”

En consecuencia, los sujetos obligados de-
ben publicar de manera completa, actuali-
zada, digitalmente y en formatos abiertos:

La Ley de Acceso a la Información Pública 
establece dos mecanismos para garantizar 
su efectivo cumplimiento:

Transparencia pasiva:  Consiste en la obli-
gación de los sujetos alcanzados por la ley 
de recibir, tramitar y responder las solicitu-
des de información pública realizadas por 
los ciudadanos, gestionando de manera 
adecuada los requerimientos específicos 
que estos presenten.

Transparencia activa:  Implica el deber de 
los sujetos obligados de producir y publi-
car activamente determinada información, 
sin necesidad de que exista una solicitud 
específica por parte de los ciudadanos.
En este sentido, el artículo 32 de la Ley 
27.275 establece que:

“Los sujetos obligados enumerados en el 
artículo 7° de la presente ley, con excep-
ción de los indicados en sus incisos i) y q), 
deberán facilitar la búsqueda y el acceso a 
la información pública a través de sus sitios 
oficiales en la red informática, de manera 
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¿QUÉ
INFORMACIÓN?



20



21

VÍAS DE
RECLAMO
La Ley N° 27.275 establece un marco legal para garantizar el derecho de los ciudadanos 
a acceder a la información pública, pero también contempla mecanismos claros para la 
resolución de conflictos y el incumplimiento de las disposiciones de la ley por parte de 
los sujetos obligados. A continuación, se detallan las vías de reclamo disponibles para los 
ciudadanos ante posibles denegaciones o incumplimientos relacionados con el acceso a 
la información pública:

1. Reclamo Administrativo
De acuerdo con el Artículo 15 de la ley, si 
una solicitud de acceso a la información 
es denegada o no se responde dentro del 
plazo establecido, el solicitante tiene dere-
cho a presentar un reclamo administrativo. 
Este reclamo debe interponerse dentro de 
los 40 días hábiles siguientes al vencimien-
to del plazo de respuesta.

El reclamo puede ser presentado ante la 
Agencia de Acceso a la Información Públi-
ca o, a opción del solicitante, ante el orga-
nismo originalmente requerido.

Este mecanismo permite que el solicitan-
te obtenga una respuesta sobre el reclamo 
sin necesidad de recurrir inmediatamente 
a los tribunales.

2. Reclamo Judicial
Si la resolución del reclamo administrativo 
no satisface al solicitante, o si la solicitud 
de acceso a la información ha sido dene-
gada o incumplida, la ley establece una 
segunda vía: el reclamo judicial. Según el 
Artículo 14, el solicitante tiene la posibili-
dad de recurrir a los tribunales de primera 
instancia en lo contencioso administrativo 
federal. La acción judicial se tramita por 
la vía del amparo, y debe ser interpuesta 
dentro de los 40 días hábiles posteriores a 
la notificación de la resolución denegato-
ria de la solicitud, al vencimiento del plazo 
para la respuesta o al incumplimiento de 
otras disposiciones de la ley. El solicitan-
te puede recurrir directamente a la justicia 
sin necesidad de agotar previamente to-
das las instancias administrativas.
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¿CÓMO SE
IMPLEMENTA 
EL DAIP EN LA HCDN? 

MÓDULO 03 » 
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OFICINA DE 
TRANSPARENCIA 
Y ACCESO A LA 
INFORMACIÓN
PÚBLICA
La Oficina de Transparencia y Acceso a la Información Pública, es competente para ar-
bitrar los medios necesarios entre las distintas dependencias de la HCDN para implemen-
tar mecanismos y procedimientos formales y tecnológicos que faciliten la gestión de las 
solicitudes de acceso a la información pública, entre otras funciones. 

La página web de la HCDN es una herramienta clave que refleja cómo se implementa el 
derecho de acceso a la información pública en esta Casa Legislativa. A través de su diseño, 
se visualizan las diferentes metodologías utilizadas para la individualización de la infor-
mación pública, abarcando tanto la transparencia activa como la transparencia pasiva.

Es importante recordar que el artículo 32 de la ley mencionada establece que los organis-
mos obligados deben publicar toda la información relevante de manera accesible, clara y 
comprensible para el público.

En la página oficial de la Honorable Cámara de Diputados, se puede observar la solapa 
de “Transparencia”, ubicada en el margen superior izquierdo. Al acceder a esta sección, 
se encuentra toda la información que, según la ley, debe ser publicada de manera obli-
gatoria. Dentro de esta sección, en el apartado “Oficina de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública”, se encuentran los datos de contacto de la oficina, así como el 
formulario de solicitud que permite a los ciudadanos realizar una solicitud de acceso a 
la información pública.
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El proceso de gestión de las solicitudes 
presentadas por la ciudadanía sigue una 
secuencia determinada:

	» Recepción de la solicitud:  La oficina 
recibe la solicitud de acceso a la informa-
ción pública.

	» Análisis de admisibilidad:  Se evalúa si 
la solicitud cumple con los requisitos nece-
sarios, como la identificación del solicitan-
te, la claridad en el objeto de la solicitud, 
los datos de contacto y la disponibilidad 
de la información solicitada. Además, se 
verifica si la información está exceptua-
da de divulgación o si corresponde a la 
HCDN o a otro organismo estatal.

	» Acuse de recibo:  Si la solicitud cum-
ple con los requisitos legales, se envía un 

acuse de recibo al solicitante, con un nú-
mero de expediente asignado.

	» Plazo para la respuesta:   15 días hábi-
les para elaborar la respuesta pertinen-
te. Este plazo puede ser prorrogado por 
otros 15 días hábiles en circunstancias 
excepcionales.

	» Remisión a la oficina correspondiente: 
La solicitud es remitida al área productora 
de la información solicitada.

	» Verificación de la respuesta:  La ofici-
na de transparencia verifica que la res-
puesta sea adecuada y acorde al objeto 
de la solicitud.

	» Envío al solicitante:  Finalmente, la res-
puesta es enviada al solicitante dentro del 
plazo estipulado.

Para mayor información sobre cómo realizar una solicitud de acceso a la información pública ante
la HCDN y conocer cómo se gestionan internamente las solicitudes presentadas, puede consultar el

“INSTRUCTIVO PARA LA SOLICITUDES DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA”
y el “MANUAL DE PROCEDIMIENTO DE TRANSPARENCIA PASIVA”.



Oficina de Transparencia y Acceso a la Información Pública
Anexo H, Av. Callao 86, 4º piso, Of. 410, interno 5025

Ciudad de Buenos Aires
 H. Cámara de Diputados de la Nación


